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RECURSO 52/2022  
RESOLUCIÓN 85/2022 

 
Resolución 85/2022, de 16 de junio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima 

el recurso especial en materia de contratación interpuesto por la 
Fundación Aliados por la Integración, contra el anuncio y los pliegos 
que rigen el procedimiento de contratación de los servicios de 

formación y reinserción de menores internados, así como servicios 
de alimentación, lavandería, limpieza y mantenimiento en el centro 
“Los Manzanos” (Valladolid), código de expediente: A2022/000208. 

 
 

I 
ANTECEDENTES 

 

Primero. - Por Resolución del gerente de servicios sociales de 16 de 
marzo de 2022, se aprueban los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares (en adelante PCAP) y de prescripciones técnicas (en adelante PPT), 

del procedimiento de contratación de los servicios de formación y reinserción 
de menores internados, así como servicios de alimentación, lavandería, limpieza 
y mantenimiento en el Centro Los Manzanos de Valladolid.  

 
El 25 de marzo se publica en la Plataforma de Contratación del Sector 

Público, el anuncio de licitación y los PCAP Y PPT que han de regir el contrato. 

El 28 de marzo se publica en el Diario Oficial de la Unión Europea (DOUE). 
 

El valor estimado del contrato es de 3.982.487,28 euros. 

 
Segundo. - El 18 de abril, tiene entrada en el registro del Tribunal 

Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León un recurso 
especial en materia de contratación interpuesto por Dña. yyy, en nombre y 
representación de la Fundación Aliados por la Integración (en adelante 

Fundación) contra el anuncio y los pliegos que rigen la contratación.  
 

El recurso se fundamenta en dos motivos. Por un lado, el contenido 

de los pliegos vulnera el artículo 45.3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de 
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enero, reguladora de la responsabilidad penal del menor (en adelante 
LORPM), en la medida que únicamente las actividades objeto del contrato 

“solo se pueden llevar a cabo por entidades públicas o privadas sin ánimo de 
lucro”. Por otro, sostiene que, respecto a la acreditación de la solvencia 
técnica, se infringe el artículo 90.1 de la LCSP, al constar como criterio de 

correspondencia los trabajos similares ejecutados por el licitador, en función 
de los dos primeros dígitos del código CPV (85). Interesa la anulación del 
PCAP. 

 
Tercero. - El 18 de abril se admite a trámite el recurso especial al que 

se le asigna el número de referencia 52/2022 y se requiere al órgano de 

contratación para que en el plazo de dos días hábiles remita a este Tribunal 
el expediente, acompañado del correspondiente informe y de la dirección de 

correo electrónico de todas las empresas licitadoras interesadas. 
 
Cuarto-. El 26 de abril, se recibe en este Tribunal el expediente, la 

dirección de correo electrónico de todas las empresas licitadoras interesadas 
y el informe del órgano de contratación, que se opone a la estimación del 
recurso por los motivos que en él indica. 

 
Quinto. - Mediante Acuerdo del Tribunal 29/2022, de 12 de mayo, se 

estimó la solicitud de suspensión del procedimiento de adjudicación instada 

por la entidad recurrente. 
 
Sexto. - Concedido trámite de audiencia a los interesados, Grupo 5 

Acción y Gestión Social, S.A.U (en adelante Grupo 5), presenta alegaciones 
en las que se opone a la estimación del recurso. 
 

 
II 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
1º.- De conformidad con lo previsto en el artículo 46.1 de la LCSP 

corresponde al Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla 
y León resolver los recursos especiales en materia de contratación que se 
interpongan frente a los contratos y los actos que sean susceptibles de 

impugnación por esta vía especial.  
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La competencia de este Tribunal viene determinada también por el 

artículo 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, 
Administrativas y Financieras.  

 

2º.- La Fundación está legitimada para interponer el recurso especial 
en materia de contratación, en cuanto sus intereses pueden verse afectados 
por la licitación convocada (artículo 48 de la LCSP). La representación está 

debidamente acreditada. 
 
3º.- El análisis de los requisitos de admisión del recurso permite 

concluir que de conformidad con lo establecido en el artículo 44.1 a) y 44.2 
a) de la LCSP se ha interpuesto contra un acto recurrible: el contenido de los 

pliegos de un contrato de servicios por un valor estimado superior a 100.000 
euros.  
 

El recurso especial se ha interpuesto en el plazo legalmente previsto.  
 
 4º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso 

exige determinar si los pliegos del contrato se ajustan al régimen jurídico de 
la contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de 
desarrollo. 

 
      A) En primer lugar, la recurrente alega que los pliegos son contrarios al 
artículo 45.3 de la LORPM, pues la ley orgánica señala que la ejecución de 

las medidas en materia de responsabilidad penal de menores competencia 
de las Comunidades Autónomas, se efectúe exclusivamente a través de 
convenios y acuerdos con entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro. 

Por ello, el órgano de contratación en atención a las condiciones de aptitud 
previstas en el artículo 65 de la LCSP, “debería de haber establecido el 

requisito de todas las licitadoras fuesen entidades sin ánimo de lucro”. Añade 
que las prestaciones objeto del contrato no son accesorias ni 
complementarias, al desarrollar la entidad adjudicataria “una labor cualificada 

de intervención socioeducativa que constituye la finalidad del centro, 
garantizando el correcto cumplimiento y ejecución de las medidas judiciales 
de internamiento previstas, así como el fin último de inserción social.” 
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Por lo contrario, el informe del órgano de contratación, sostiene que 
nada impide que para el cumplimiento de sus fines y ante la insuficiencia de 

medios se pueda acudir a la LCSP “no existiendo limitación para licitar 
atendiendo a la existencia o no de ánimo de lucro de la actividad licitante”. 
Argumenta que en el supuesto que nos ocupa, es el centro “Los Manzanos” 

de titularidad pública, al que corresponde la ejecución de las medidas, no 
estando ante los acuerdos de colaboración previstos en el artículo 45.3 de la 
LORPM. 

 
Respecto a la naturaleza de las actividades objeto del contrato, el 

órgano de contratación afirma que la entidad adjudicataria no ejerce 

competencia alguna, en relación con la ejecución de medidas. Refleja las 
funciones del director y subdirector del centro, previstas en el Decreto 

63/2011 y concreta como actividades complementarias” las de carácter 
auxiliar o de colaboración para el desarrollo de la intervención individualizada 
y de los programas generales del centro bajo la organización, coordinación y 

supervisión de la Dirección del centro Los Manzanos (...)” 
 
Finalmente, en las alegaciones de Grupo 5, se incide en el objeto de 

la contratación no está incluido en el supuesto de hecho del artículo 45.3 de 
la LORPM. Las actividades contratadas no implican ejercicio de autoridad, 
“sin que esté en manos de la empresa la ejecución la ejecución de las 

medidas establecidas judicialmente”. 
 
Pues bien, el artículo 45.3 de la LORPM, no impide que la 

Administración pueda desarrollar parte de su actividad a través de una 
persona física o jurídica contratada de conformidad con la normativa 
contractual, máxime cuando ha quedado acreditado en el informe del órgano 

de contratación que las prestaciones objeto del contrato, tienen carácter 
complementario a la facultad encomendada a las Comunidades Autónomas 

de ejecución de medidas adoptadas por Jueces de Menores. Por lo contrario, 
parece que, la LORPM permite que la realización de las actividades fijadas en 
los PPT se materialice mediante la gestión indirecta, por medio de entidades 

con ánimo de lucro, reservándose el centro “Los Manzanos”, la titularidad y 
responsabilidad derivada de la ejecución.  
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B) La segunda cuestión estriba en determinar si el criterio de 
correspondencia para la acreditación de la solvencia técnica contemplada en 

los pliegos, es acorde al ordenamiento jurídico. 
 
La Fundación cuestiona la previsión que el PCAP, respecto a la 

acreditación de la solvencia técnica, tomando como criterio de 
correspondencia la igualdad entre los dos primeros dígitos del código CPV 
(85), al ser contrario al artículo 90.1 de la LCSP. Esgrime que no se trata de 

un servicio accesorio y debido a “las circunstancias” de sus destinarios, se 
“hace imprescindible que el prestador ostente experiencia previa y mejor si 
tiene una amplia experiencia previa”. Por tanto, para evitar que la 

adjudicación del contrato recaiga en licitadores que acrediten servicios 
similares en función de los CPV que no estén relacionados con la prestación, 

la concurrencia debe de restringirse a la nomenclatura CPA 87.90.11 y el 
código CPV 853111300-5. 

 

Frente a ello, el informe de contratación aduce que los criterios de 
solvencia contemplados en la cláusula 18 del PCAP, cumplen con los 
requisitos establecidos en el los artículos 87 a 92 de la LCSP. No obstante, y 

a pesar que la solvencia técnica se acreditará atendiendo a los trabajos de 
igual o similar naturaleza al que constituye el objeto del contrato, 
estableciéndose la identidad de los dos primeros dígitos del CPV “se exigirá 

una similitud material entre las prestaciones objeto del contrato a celebrar y 
los trabajos ejecutados y certificados como experiencia previa por el licitador, 
al margen de la similitud meramente formal que exista a través del 

correspondiente código CPV que se establece en el PCAP.” 
 
Por su parte Grupo 5, manifiesta que admitir las pretensiones de la 

entidad recurrente, conllevaría un claro ataque al principio de concurrencia, 
no discriminación de trato, e igualdad entre los licitadores, pues solamente 

aquellos licitadores que tuvieran experiencia en trabajos relativos a la 
atención a menores internados o menores infractores, podrían acceder a la 
licitación. 

  
En este contexto, hay que tener en cuenta que el artículo 92 de la 

LCSP dispone que “La concreción de los requisitos mínimos de solvencia 

económica y financiera y de solvencia técnica o profesional exigidos para un 
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contrato, así como de los medios admitidos para su acreditación, se 
determinará por el órgano de contratación y se indicará en el anuncio de 

licitación (…) y se detallará en los pliegos, en los que se concretarán las 
magnitudes, parámetros o ratios y los umbrales o rangos de valores que 
determinarán la admisión o exclusión de los licitadores o candidatos. En su 

ausencia serán de aplicación los establecidos en los artículos 87 a 90 para el 
tipo de contratos correspondiente, que tendrán igualmente carácter 
supletorio para los no concretados en los pliegos”. 

 
El artículo 90.1 de la LCSP, relativo a la “Solvencia técnica o profesional 

en los contratos de servicios”, dispone que “En los contratos de servicios, la 

solvencia técnica o profesional de los empresarios deberá apreciarse teniendo 
en cuenta sus conocimientos técnicos, eficacia, experiencia y fiabilidad, lo 

que deberá acreditarse, según el objeto del contrato, por uno o varios de los 
medios siguientes, a elección del órgano de contratación: 

 

»a) Una relación de los principales servicios o trabajos realizados de 
igual o similar naturaleza que los que constituyen el objeto del contrato en el 
curso de, como máximo los tres últimos años, en la que se indique el importe, 

la fecha y el destinatario, público o privado de los mismos; cuando sea 
necesario para garantizar un nivel adecuado de competencia los poderes 
adjudicadores podrán indicar que se tendrán en cuenta las pruebas de los 

servicios pertinentes efectuados más de tres años antes. Cuando le sea 
requerido por los servicios dependientes del órgano de contratación los 
servicios o trabajos efectuados se acreditarán mediante certificados 

expedidos o visados por el órgano competente, cuando el destinatario sea 
una entidad del sector público; cuando el destinatario sea un sujeto privado, 
mediante un certificado expedido por este o, a falta de este certificado, 

mediante una declaración del empresario acompañado de los documentos 
obrantes en poder del mismo que acrediten la realización de la prestación; 

en su caso, estos certificados serán comunicados directamente al órgano de 
contratación por la autoridad competente. 

 

»Para determinar que un trabajo o servicio es de igual o similar 
naturaleza al que constituye el objeto del contrato, el pliego de cláusulas 
administrativas particulares podrá acudir además de al CPV, a otros sistemas 

de clasificación de actividades o productos como el Código normalizado de 
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productos y servicios de las Naciones Unidas (UNSPSC), a la Clasificación 
central de productos (CPC) o a la Clasificación Nacional de Actividades 

Económicas (CNAE), que en todo caso deberá garantizar la competencia 
efectiva para la adjudicación del contrato. En defecto de previsión en el pliego 
se atenderá a los tres primeros dígitos de los respectivos códigos de la CPV. 

La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado podrá efectuar 
recomendaciones para indicar qué códigos de las respectivas clasificaciones 
se ajustan con mayor precisión a las prestaciones más habituales en la 

contratación pública”.  
 
Por su parte, el apartado 7. 3º del artículo 67 del Real Decreto 

1098/2001, de 12 de octubre, establece en cuanto a los criterios de selección 
relativos a la solvencia técnica y profesional del empresario en este tipo de 

contratos ” En los pliegos se especificará el importe anual que el empresario 
deberá acreditar como ejecutado durante el año de mayor ejecución del 
periodo citado, en servicios de igual o similar naturaleza que los que 

constituyen el objeto del contrato, tomando como criterio de correspondencia 
entre los servicios ejecutados por el empresario y los que constituyen el 
objeto del contrato la pertenencia al mismo subgrupo de clasificación, si el 

contrato estuviera encuadrado en alguno de los establecidos en este 
reglamento, y en caso contrario la igualdad entre los dos primeros dígitos de 
los respectivos códigos CPV.” 

 
En este supuesto, el objeto del contrato aparece definido en el artículo 

1 del PCAP “El contrato al que este Pliego se refiere tiene por objeto la 

realización de actividades complementarias a la atención directa de menores 
y jóvenes internados o acogidos en los hogares del centro de internamiento 
Los Manzanos de Valladolid, al amparo de la legislación reguladora de la 

responsabilidad penal de los menores en orden a su formación integral y a 
su reinserción social, así como los servicios de alimentación, lavandería, 

limpieza y mantenimiento, de acuerdo con las condiciones establecidas en el 
Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares”. 

 

En el apartado 3º, la cláusula 18 respecto a la solvencia técnica y 
profesional “El importe anual acumulado que el empresario deberá acreditar 
como ejecutado durante el año de mayor ejecución del periodo citado (3 

últimos años) será de un importe igual o superior al 70% de la anualidad 
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media del contrato al que se licite (696.935,2) correspondencia entre los 
servicios ejecutados por el empresario y los que constituyan el objeto del 

contrato la igualdad entre los dos primeros dígitos del código CPV que figura 
en la cláusula 3 de este pliego (85) . “ 
 

La cláusula 3ª, referida a la codificación del objeto del contrato y 
necesidades administrativas a satisfacer, establece lo siguiente: 

 

“Código nomenclatura CPV (2008): 
 
85000000-9: Servicios de salud y asistencia social; 85300000-2 

Servicios de asistencia social y servicios conexos; 85310000-5 Servicios de 
asistencia social; 85311000-2: Servicios de Asistencia Social con 

Alojamiento;” 
 

Sobre este particular, este Tribunal en su Resolución 72/2021, de 27 

de mayo, ha tenido ocasión de pronunciarse sobre el CPV exigible, en un 
supuesto similar al que nos ocupa. Así, respecto al contrato de servicio de 
actividades complementarias a la atención directa a menores y jóvenes 

internados en las unidades del área de intervención y reforma del centro 
regional Zambrana de Valladolid, indica ” Es preciso tener presente que en 
los contratos de servicios para la gestión de centros de internamiento y 

reeducación de menores suelen aparecer en las licitaciones públicas, los 
códigos CPV 85300000-2, “Servicios de asistencia social y servicios conexos”, 
85300000- 5 o 85311300-5, “Servicios de bienestar social proporcionados a 

niños y jóvenes” cuyos dos primeros dígitos son 85, ‘Servicios de salud y 
asistencia social’, así como también con el código CPV 75231240-8 “servicios 
de reinserción”, como recoge la Resolución 754/2017, de 5 de septiembre de 

2017 del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, 
considerando apropiada su calificación con el código 85, a los efectos de 

acreditar la solvencia.” 
 
En consecuencia, a efectos de acreditar la solvencia técnica y 

profesional, es conforme a derecho el criterio de correspondencia previsto en 
el PCAP. Se consideran servicios de igual o similar naturaleza, aquellos en los 
que los dos primeros dígitos del código coincidan con los dos dígitos de 

codificación 85. La tesis contraria, contravendría la LCSP, pues exigir una 
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calificación formal especifica e idéntica al objeto del contrato, como pretende 
la fundación recurrente, sería claramente discriminatorio y restrictivo, de 

suerte que conculcaría los principios de igualdad y libre concurrencia, al 
permitir que en las licitaciones solo pudieran concurrir las empresas con un 
objeto tan limitado, sin permitir, tan siquiera, la posibilidad de acreditar la 

experiencia mediante trabajos o servicios de similar naturaleza a los que 
constituyen el objeto del contrato. En el mismo sentido, la exigencia de 
identidad de prestaciones como requisito mínimo de solvencia, se calificaría 

como desproporcionada, lo que implicaría la exclusión no motivada de la 
licitación de empresas que reúnen las condiciones técnicas óptimas para la 
ejecución del objeto del contrato. 

 
Por su parte parece reprochable que la Fundación -actual prestadora 

del servicio- presente un recurso especial en materia de contratación, basado 
en argumentos idénticos a los esgrimidos en el Recurso 55/2021 presentado 
por la misma representante en nombre de la Fundación Grupo Norte (actual 

Fundación Aliados por la Integración); resuelto por este Tribunal mediante la 
Resolución 72/2021 de 27 de mayo, de forma desfavorable a sus intereses. 
 

En definitiva, en virtud de todo lo expuesto, procede la desestimación 
del recurso interpuesto. 
 

 
III 

RESUELVE 

 
PRIMERO.-Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por la Fundación Aliados por la Integración contra el anuncio y los 

pliegos que rigen la contratación de los servicios de formación y reinserción 
de menores internados, así como servicios de alimentación, lavandería, 

limpieza y mantenimiento en el centro “Los Manzanos” (Valladolid). 
 
SEGUNDO.- Levantar la suspensión del procedimiento. 

 
TERCERO.- Notificar esta Resolución a todos los interesados en el 

procedimiento.  
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De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), 

contra esta Resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo 

Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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